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Panamá, 12 de noviembre de 2024

Nota C-249-24

Magister
Publio Cortés
Ciudad.

Ref,: Entrega a un particular de datos reales anónimos de todas las transacciones de facturas y notas

de crédito electrón¡cas de un mes reciente a nivel nacional, bajo custodia de Ia Dirección General

de lngresos.

Esta Procuraduria debe inicialmente señalar, que el articulo 2 de la Ley No.38 de 2000, señala que sus

actuac¡ones "...se extienden al ámbito jurídico administrativo del Estado, excluyendo las funciones
jurisdiccionales, legislativas y en general, las competencias especiales que tengan otros organísmos
oficiales", condición excluyente que se configura en el caso que ocupa a este Despacho; toda vez que lo

solicitado en esta ocasión y términos requeridos, guarda relación con la legalidad de actos administrativos

en materia tributaria, cuyo análisis compete exclusivamente a la Corte Suprema de Justicia, en atención al

artículo 206 de la Constitución Política y el numeral 1 del articulo 97 del Código Judicial, por lo que entrar a

conocer de los mismos podría implicar que se rebasen los lím¡tes impuestos en la Ley, y const¡turr un

pronunciamiento prejudicial,

Señor Cortés:

Atendiendo la atribución consagrada en el numeral 5 del artículo 220 de la Carta Magna, y lo dispuesto en el

numeral 1 del artículo 6 de la Ley No.3B de 31 de julio de 2000, "Que aprueba el Estatuto Orgánico de la

Procuraduria de la Administración, regula el Procedimiento Administrativo General y dicla dlsposlclones

especiale§', se da respuesta a su escrito fechado 1 de noviembre de 2024, mediante el cual eleva consulta

en los siguientes términos:

'¿Puede la Dirección General de /ngresos del Ministeño de Economía y Finanzas

acceder a la petición de un pafticular que solic¡ta la entrega de datos reales anÓnimos

de fodas /as transacciones de facturas y notas de crédtto electrÓnicas de un mes

rec¡ente a n¡vel nac¡onal para probar un modelo digital innovador de gestion de pagos

para mejorur la l¡quidez de las micro y med¡anas enpresas con la gestiÓn pública y el

desarrollo de la econonía, su.¡'eto a /as dos (2) condiciones que §e exponen a

continuación:
(1) Que se respete la privacidad de la informac¡Ón y se excluya cualquiet

¡nfornac¡ón confidencial relac¡onada con las facturas electrónicas o notas de

uédito, tales como RUC, /os nombres de /as emplesas, /os nornbres de /os

productos o servicios, as¡ como sus canldades y prectos.

(2) Que prev¡anente a la entrega de la ¡nformación, el sistema de protecc¡Ón de la

confidenc¡al¡dad que será utilizado, sea ceftificado por la Autoridad de

lnnovación Gubemamental para asegurarse que wmple eficientemente con la

función requerida?
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Es decir, la Procuraduria de la Administración no tiene entre sus facultades legales (Ley No.3B de 2000),
señalar y/o pronunciarse jurídicamente respecto de posibles decisiones administrativas que podría adoptar

la Dirección General de lngresos (DGl), en el ejercicio de su atribución sobre el conlrol del cumplimiento de

las obligaciones establec¡das en las leyes tributarias bajo su competenc¡a, en virtud del articulo 1 del Decreto

de Gabinete N0.109 de 7 de mayo de 1970.

En consecuencia, bajo estas restricciones de ley, no es dable a este Despacho emitir un pronunciamienlo de

fondo, en cuanto a la interrogante planteada; no obstante, en esta ocasión se le brindará el presente

razonamiento orientativo; aclarando que el mismo, no constituye un pronunc¡amiento de fondo o un criterio
jurídico concluyente que determine una posic¡ón vinculante.

a

L Del princ¡pio de legalidad.

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el artículo 18 de la Constitución Política de Panamá,

concordante con el articulo 34 de la Ley No.38 de 31 de julio de 2000, que regula el Procedimiento

Administrativo General, que a la letra enuncian;

"Atfículo 18. Los pa¡ficulares so/o son responsab/es anfe /as autoridades por

infracción de la Constituc¡ón o de la Ley.

Los servdores púbÍcos /o son por esas rnism as causas y también por extralimikción
de func¡ones o por om¡sión en el ejercicio de ésfas. '

Conforme este principio de derecho público, todos los actos administrativos deben estar sometidos a las

leyes, estableciendo así un límite a los poderes del Estado, esto es que deben ejercerse con apego a la ley

vigente y la jurisprudencia. En otras palabras, el servidor públ¡co sólo puede hacer lo que la ley le permital.

El reconocido jurista argentino, Roberto José Dromi, especialista en Derecho Administrativo, sostiene que

"el princípio de la legalidad es la columna veñebral de la actuación administrativa y por ello puede

concebírselo como extremo al procedimiento, constituyendo sinultáneamente la condición esencial para su

existencia. Agrega que el mismo se determina jurídicamente por la concurrencia de cuatro condiciones que

forman su contexto: 1) delimitación de su aplicación (eserua de ley); 2) ordenación jerárquica de suleción de
las normas a la ley; 3) determinación de selección de normas aplicables a/ caso en concreto, y 4) precisión

de los poderes que la norma confiere a la Administración." (Derecho Administrativo, Argentina, libro 12 Ed,

Hispania Libros-2009, página 'l 
1 

'l).

1 ' ... se puede conclu¡r que la f¡nalidad del pinc¡p¡o de esticta legal¡dad, es garant¡zar que la actuac¡ón de las autondades públ¡cas

se su/efe a un conjunto de reglas y normas prcv¡amente establec¡das, de forma tal que se ev¡te toda arbürariedad o abuso de
poder que pueda afectar a los adm¡n¡strados'. Sentencia de 24 de sept¡embre de 2020 de Ia Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo y Laboralde la Corte Suprema de Justic¡a de Panamá.

Sustento iuridico de la Procuraduria de la Administración:

"Artículo 34. Las actuac¡ones adn¡nistrativas en fodas /as entidades públ¡cas se

efectuarán con aneglo a normas de informal¡dad, imparcialidad, uni'Íornidad,
econonía, celeridad y eficac¡a, garantizando la realización opoftuna de la funcion

administraliva, sin menosubo del debido proceso legal, con objetiv¡dad y con apego

al pincipio de estncta legal¡dad . . . .'
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Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Admin¡strativo y Laboral de la Corte Suprema

de Justicia de Panamá, ha manifestado por medio de su jurisprudencia, decisiones judiciales refiriéndose al

importante principio de estncta legalidad, acentuando su finalidad. Al respecto, a través de la Resolución

fechada 10 de julio de 2019, profirió lo siguiente:

14sí pues, de una ledura de /as d,spos¡ciones legales anteiores, se puede conclui
que la tinalidad del principio de estncfa legal¡dad, es garantizar que la actuacion de las

autoridades públrcas se sujete a un conjunto de reglas y normas prev¡amente

establecidas, de forna tal que se evte toda arbitrariedad o abuso de poder que puede

afectar a los admin¡stados.-

Se desprende asi, con meridiana claridad, que los actos administrativos emit¡dos por los servidores públicos

en el ejercicio de sus funciones, deben limitarse a lo permitido por la ley y que, en estricto cumplimiento del

mandato const¡tucional, tal comportamiento revestirá y asegurará que el acto emilido se presuma ¡gualmente

legal.

ll. Del Código Fiscal

El Código Fiscal2 estipula en su artículo '1058 que " diección activa y la pasiva del Tesoro Nacional,

corresponden al Organo Elecutivo", y agrega en los articulos 1063 y 1064 que:

De los artículos ut supra citados, se desprende que la dirección activa del Tesoro Nacional, recae en la
Dirección General de lnqresos del Ministerio de Economía y Finanzas , en lo tocante al ejercicio de la
recaudación de los impuestos, tasas, conlribuciones y rentas de carácler interno+, excluyendo aquellos

asignados por Ley a otras instituciones del Estado. En consecuencia, le corresponde lo pertinente a los

impuestos sobre la renta y de transferencia de bienes muebles y serv¡cios, entre otros.

Sito en el Título l"Del lmpuesto Sobre /a Renfa" del Libro lV "/mpuestos y Renfas", el artículo 722 del Código

Fiscal consagra el principio de confidencialidad de la información tributaria, que constituye la piedra angular

del sistema kibutario, al dar seguridad a los conkibuyentes en cuanto a la privacidad de su intimidad, con el

ulterior propósito de promover que presenten representaciones veraces de sus ingresos, eg[esos e

inversiones, con el siguiente tenor:

2 Ley No.8 de 27 de Enero de 1956, "Por la cual se aprueba el Código Fiscal de la República'. Publicada en la Gaceta Ofic¡al

N0.12995 de 29 de junio de 1956.
3 Cfr. a(iculo 1 de la Ley No.8 de 30 de noviembre de 1964, 'Por la cual se crea la D¡recc¡ón General de lngresos del M¡nisterio

de Hac¡enda y Tesoro'. Publicada en la Gaceta Oficial N0.15257 de 30 de noviembre de 1964.
4 Cfr. articulo 1 del Decreto N0.781 de 9 de enero 1946, "Por el cual se reorganiza la Administración General de Rentas lnternas,
se determina su personal, se le asigna sueldos y se deroga el Decreto N0.132 de1941". Publicado en la Gaceta O,ficial N0.9895
de 11 de enero de '1946.

'Atíícub 1063. Constituye la dirección ad¡va delTesoro, la recaudación de los d¡neros
que lo forman autorizada en el Prcsupuesto de Rentas.

A/itculo 1064. La recaudac¡ón a que se refiere et a ¡cuto anterior ta ejerce et Órgano

Ejecutivo pot med¡o de /as s/guientes o,?c,hasi

1. La Diecc¡ón Generalde lngresos3;
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No oóstante /o dlspuesfo en el ¡nc¡so anteior, podrá perntt¡rse la inspección de la
declaración y de los documentos que con ella se aconpañen que verifiquen las

autoridades judiciales y t¡scales, cuando tal ¡nspecc¡ón sea necesaria para la
persecución de juicios o rnvestgaciones en /os cuales e/ Eslado tenga ¡nterés.

También será pernt¡da la publicación de dafos esfadísflcos en forma que no puedan

¡dentif¡carse los ¡nformes, declarac¡ones o pañidas en cada caso.

En /os /uicios civiles en que un contribuyente sea pade podrán lleva$e a cabo

lnspecciones oculares en /os mlsmos casos y con los m¡smos requisítos y formalidades

permitidos para la inspección de los libros y docunentos de los comerc¡antes.

Sin perjuicio de lo anteior, la D¡rccción Genercl de lngresos deberá sum¡n¡strar cop¡a

autent¡cada de las declarac¡ones del impuesto sobre la renta en /os s,gulentes casosj

1, E procesos de alinentos, cuando las autor¡dades conpetentes cons¡deren
justificado sol¡citañas, respeclo de /as personas que sean parle de los

conespondientes procesos.

2. Cuando se trale de procesos en /os cuales e, Estado sea paie y las autwidades
jud¡ciales y del Minister¡o Público consideren justif¡cado solicitalas.

En esfos casos, se mant¡ene la confidencialidad de la información sun¡nktrada,
debiendo le eutotidad que la sol¡cito, bajo su personal y dieda responsab¡lidad.

asegurar que ésta sea utiliada estrictamente pere lo que fue solicitada.

S¡n peiu¡cio de lo anteior, la Dirección General de /ngresos del M¡nisterio de

Econonía y Finanzas actuará como agente recaudador de la Caja de Seguro Soc¡al
dentro de los limttes previstos en la Ley Orgánica de dicha inst¡tución, y le sun¡nistrará

a la Caja de Seguro Social toda la información gue corresponda a los contr¡buyentes
para los que actúa en esta condición." (Lo resaltado es del Despacho)

La excerpta precedenle, diáfanamente prohibe la divulgación de la información conten¡da en las

declaraciones de renta y documentos que la sustenten, y su revisión por personas distintas al conkibuyente
o su abogado, con las excepciones taxativamente indicadas en la propia norma, a saber:

o lnspección de la declaración y de los documenlos que con ella se acompañen que verifiquen

las autoridades judiciales y fiscales, cuando tal inspección sea necesar¡a para la persecución

de juicios o investigaciones en los cuales el Estado lenga interés.
¡ Publicación de datos estadísticos en forma que no puedan identificarse los informes,

declaraciones o partidas en cada caso.
o Entrega de fotocopias autenticadas, cuando se trate de procesos de alimentos y en aquellos en

los que el Estado sea parte y las autoridades judiciales y del [/inisterio Público consideren
justificado solicitarlas.

"Arliculo 722. No se podrá divulgar en foÍma alguna la cuantía o fuentes de

entradas o benefic¡os, n¡ las pérd¡das, gaslos o algún oüo dato relativo a ello que

figuren en las declaraciones del contribuyente, n¡ se pemitirá gue és[as o sus

cop¡as y los documentos que con ella se aconpañen sean examl:redos por personas

distintas el conlribuyente o de su representante o aryderudo.



Nota C-249-24
Pág¡na No.5

Aclara la norma, que debe mantenerse la confidencialidad de la información suministrada, y quela autor¡daF
peticionaria sólo puede utilizarla para los fines expresados en la solicitud.

En tal sentido, es menester advertir que, en la Consulla C-171-23 de 23 de noviembre de 20230, esta

Procuraduria previamenle externó que "no es viable que la Dirección General de lngresos pueda publícar
por cualquier medío confiable listas de contribuyenfes morosos en sus obligaciones tríbutarias, sin que sea

contrario con lo establecido en el articulo 722 delCodigo Fiscal, altenor de lo consagrado en los instrumentos

internacionales y las /eyes No.6 de 2002 y N0.81 de 2019" ,

Lo cual conlleva a este Despacho a considerar que la información y documentación contenida en las

declaraciones juradas de renta es de uso confidencial, y que al estar dicho impuesto bajo la administración

de la Dirección General de lngresos (DGl) del Ministerio de Economia y Finanzas, es de su competencia y

responsabilidad analizar la posibilidad fáctica -de suprimir todo dato potencialmente privado dentro del

ordenamiento nacional e internacional- y juridica -de cumplir con los parámetros necesarios para acogerse

a las exclusiones permitidas- del tema objeto de esta consulta.

lll. Del Código de Procedimiento Tributario

El Código de Procedimiento Tributario, aprobado mediante la Ley N0.76 de 20197, en sus artículos 90, '152

y 159, señala:

"At7ículo 90. lnterrupcton de la orescipción. A érnino de la prescnpcton se

interru m pe, segú n correspond a

No obstante, podrá cons¡derarse ¡nterrump¡do el térm¡no de prescripc¡ón

cuando se publiquan a tavés de los medios de circulaci6n nacional las
,,sfas de ,os molosos tributarios que no heyen actualizedo su don¡cilio
tibuta o en el Registro Un¡co de Contr¡buyentes de la Direcctón General de
/ngresos. ...' (Lo resaltado es del Despacho)

"Articulo 152. Confidencialidad de la informacíón en ¡ntercambio de información. Toda
informac¡ón y documentac¡ón rec¡b¡da por la autor¡dad competente reviste de caráctet
confidencia¿ secreto y de uso exclusivo y privado de la autoridad competente. y

5 De conformidad con el D¡ccionario de la Real Academia Española, es " Poder que gobiema o ejerce el mando, de hecho o de
derecho". https://dle.rae.es/autoridad?m=form
6 Disponible en: hfip.1h0.253.152.1521sites/defaulufiles/C.'171-230k20Dc10/020-0lo20MEF.pdt
7 Ley N0.76 de 13 de febrero de 2019, "Que aprueba el Código de Procedimiento Tributar¡o de la República de Panamá". Publicada
en la Gaceta Oficial No.28714-B de 14 defebrero de 2019.

a

a

lnspecciones oculares en juicios civiles en que un contribuyente sea parte, con los mismos

requisitos y formalidades permitidos para la inspección de los libros y documentos de los

comerciantes.

Caja de Seguro Social.

1. Pot cualquiq actuac¡ón adn¡nistrat¡va, deb¡damente notif¡cada al obligado

tnbutar¡o o contribuyente de conform¡dad con las normas estab/ecldas en este
Código, anducente al reconoc¡m¡ento, regularización, fiscal¡zación.

aseguran¡ento (cauc¡ón), comprobación, veificación, liquidación y recaudación
deltributo devengado pot cada hecho imponible,
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por n¡nguna chcunstancia podria haceña transcender, salvo con la finalidad de dar
cumpl¡n¡ento a lo establec¡do en la leyes espec,a/es y convenlos. "

(Lo resaltado es del Despacho)

'Atticulo 159. Oblioación de quard,'ar resen/a de la ¡nformación tributaria. Los

func¡onarios que ¡nteNengan en /os dlversos trám¡tes relat¡vos a la aplicac¡ón de las

dr'spos,c/ones tributarias y del Tribunal Adninistrativo Tr¡butaio estarán obl¡gados a
guadat absoluta reserya en lo concerniente a las declaraciones y detos
suministrados pot los contibuyentes, por ferceros responsables o por terceros.
así cono de las infomac¡ones obten¡das en el ejerc¡c¡o de las facuftades de
ftscal¡zación. D¡cha reserya no conprcnderá /os casos en que la Adm¡nistración

Tr¡butaria deba sum¡nistrar datos a:

Las autoridades o tunciona os que tengan conoc¡m¡ento de las declaraciones, datos
e ¡nformaciones estarán obligados al más esticto y completo secrcto respecto de
e//os, sa/yo en /os casos cdados. Con ¡ndependencia de las responsabil¡dades penales

o c¡v¡les que pudieran derivarse, la infracción de este pafttcular deber de secrefo se
considerará falta disciplinaia nuy grave, " (Lo resaltado es del Despacho)

Como se observa, el Código Administrativo Tributario, en concordancia con las disposic¡ones fiscales, re¡tera

la confidencialldad de la información tributaria con relación a las declaraciones y datos de los contribuyentes,
enhe otros, reiterando su carácter confidencial y de uso exclusivo por parte de las autoridades nacionales,
señalando incluso la posible existencia de responsabilidades civiles, penales y administrativas.

En el articulo 90 ibídem, se aborda el tema de la publicación de listas de morosos, la cual podrá hacerse en
medios de circulación nacional, para el caso de quienes no manlengan actualizado su domicil¡o tributario en
el Registro Unico de Contribuyentes (R.U.C,) de la Dirección General de lngresos (DGl).

lV. Del Decreto de Gabinete No.109 de 7 de mayo de 1970,

El Decreto de Gabinete N0.109 de f970e establece en su artículo 1, que la Dirección General de lngresos
(DGl) "fendrá a su cargo, en la vía adninistrativa, el reconocimiento, la recaudación, la cobranza, la

8 Decreto de Gabinete N0.109 de 7 de mayo de 1970, "Por el cual se reorganiza la Dirección General de lngresos del l\¡inisterio
de Hac¡enda y Tesoro'. Publicado en la Gaceta Oflcial N0.16605 de 18 de mayo de 1970.

L Las autoñdades judicíales en procesos del orden penal entiéndase jueces o
nag¡stados de la jurisdicción penal, así como el Ministerio Públ¡co, en los
procesos en gue el Estado sea pafte.

2. Las autoidades judiciales y administrativas encargadas de la proteccion de
menores de edad y procesos de pension a l¡ment¡c¡a en la jurisd¡cción de fan¡lia.

3. La Un¡dad de Análisis Financ¡ero para la prevención delblanqueo de capttales,

financiac¡ón del tefforismo y de armas de destrucc¡ón masiva.

4. La Contralo a General de la República o el Tribunal de Cuentas respecto de

sus funciones de control de la gestión de la Adm¡nistración Tibutaria y por las

rhvesfrgacrones gue se inicien por denuncias de corrupc¡ón o peculado.

5. Las com,siones legrb/afivas de invest¡gac¡ón de la Asanblea Nacional
6. Las adninistraciones tributarias de ofros países en cumplimiento de lo

acordado en conveníos internaaonales.
7. El Tr¡bunal Adn¡nistrat¡vo Tributar¡o y a los jueces adm¡nistrativos ttibutarios.
8. La Defensoría del Contr¡buyente.
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investigación y fiscalización de tributos... así como cualquier otra act¡vidad relacionada con el control del
cunplimiento de las obligaciones esfab/ecidas por las normas con respecto a /os rmpuestos, /as lasas, /as
contibucbnes y las rentas de carácter interno comprendidas dentro de la dirección activa del Tesoro
Nacional, no asignadas por la ley a otras instituciones del Estado".

En el articulo 20, se establece que la información tributana recabada por la Dirección General de lngresos
reviste carácter confidencial, secreto y de uso exclusivo o privativo, que baio ninouna circuns tancia podrá

hacerla transcender, salvo en cumplimiento de convenios internacionales o en circunstancias previstas en la

Lev.

En tanto que el artículo 21 ídem, dicta la obligación de todos los funcionarios y empleados de la Dirección
General de lngresos, de uardar absoluta rva en las cuestiones que lleguen a su conocimiento como
consecuencia del ejercicio de sus funciones.

Como quiera que de los inslrumentos jurídicos revisados se desprende que el principio de confidencialidad
tributaria, implica tanto la reserva de aquello conlenido en las declaraciones de los contribuyentes (cuanfias
o fuenfes de entradas o beneficios, pérdidas, gastos y otros dafos), como el impedimento para entregar la
información o documentación a terceros, excepto en los casos autorizados por la Ley, este Despacho reitera
que conesponderia a Ia Dirección General de lngresos (DGl) del Ministerio de Economía y F¡nanzas (MEF),
verificar si lo planteado por el consultante, en beneficio de las micro y pequeñas empresas, cumple con los
parámetros necesarios para acogerse a las exclusiones permilidas en la Ley, así como adoptar las medidas
administrativas que estime pertinente.

De esta manera se re¡tera que la orientación brindada, no constituye un pronunciam¡ento de fondo, o un
criterio concluyente que determine una posición vinculante, en cuanto a lo consultado.

Atentamente,

\
Go Mo enegrd

Procurador de la Administración

RGI\4/drc
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